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Artículo de Reflexión 
 

Summary 

 

As a consequence of the massive mobilization of Venezuelan citizens to the Colombian territory due to the 

crisis facing their country, the intention is to examine the government policies that contribute to the prevention 

of crime in Venezuelan children and adolescents, especially in the border area with Cúcuta, since the closure of 

this border crossing occurred in August 2015, to avoid the exploitation of this population by criminal structures 

or the ease of forming criminal groups as alternatives to survival, given the difficulty they have to face due to 

the lack of resources. 
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Resumen 

 

Como consecuencia de la mxasiva movilización de ciudadanos venezolanos al territorio colombiano por la 

crisis que afronta su país, se pretende examinar las políticas gubernamentales que contribuyen a la prevención 

del delito en los niños, niñas y adolescentes venezolanos, especialmente en la zona de frontera con Cúcuta, 

desde que se produce el cierre de este paso fronterizo en agosto de 2015, para evitar la instrumentalización de 

esta población por parte de estructuras criminales o la facilidad de conformación de grupos delincuenciales 

como alternativas de supervivencia, ante la dificultad que tienen que afrontar por la carencia de recursos. 
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Resumo 
 

Como resultado da massiva mobilização de cidadãos venezuelanos para o território colombiano devido à 

crise que enfrenta seu país, a intenção é examinar as políticas governamentais que contribuem para a prevenção 

do crime em crianças e adolescentes venezuelanos, especialmente na área de fronteira com Cúcuta, do 

fechamento dessa fronteira ocorreu em agosto de 2015, para evitar a exploração dessa população por estruturas 

criminosas ou a facilidade de formação de grupos criminosos como alternativas de sobrevivência, dada a 

dificuldade que eles enfrentam falta de recursos. 
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Introducción 

 

La crisis que afronta la comunidad venezolana, por las políticas implementadas en el 

Gobierno estatal, ha conllevado a una masiva movilización de sus ciudadanos a diferentes 

países, dentro y fuera del continente americano, sin que discrimine entre estratos sociales, 

género, raza, edad, ni nacionalidad; todos en salen en búsqueda de oportunidades que les 

permitan vivir dignamente. Dentro del contexto migratorio, se encuentran afectados 

numerosos “niños, niñas y adolescentes”, generando la necesidad de revisar las políticas 

inmigratorias establecidas dentro del ámbito nacional e internacional para esta población, 

examinando las oportunidades brindadas por el Estado colombiano como propuesta para 

prevenir su participación en la actividad delictiva. 

La condición de menor de edad, además de inmigrantes, y en ocasiones de manera 

irregular, los sitúa en una especial condición de vulnerabilidad. Por ello, a partir del 

planteamiento de política criminal, se debe brindar un conjunto de respuestas efectivas por 

parte del Estado para hacer frente a esta situación; principalmente, procurando que las 

necesidades básicas esta población inmigrante puedan ser satisfechas en lo posible, como 

mecanismo de prevención para evitar su vinculación a grupos delincuenciales, y de esta 

manera, el Estado contribuir a la garantía de amparo de sus intereses esenciales y el 

cumplimiento de sus fines, entre ellos, la protección del conjunto de derechos que 

acompañan a las personas que tienen su residencia en el país. En ese sentido, este trabajo 

pretende hacer una reflexión sobre el contexto actual de los menores frente a la situación 

inmigratoria, para que se revisen los enfoques que se están trazando en la prevención 

delictiva. 
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Ya para el año 2018, se estimaba que más de 870.000 venezolanos se encontraban 

radicados en Colombia, entre regulares, los que adelantaban algún trámite para regularizar 

su estadía y los que estaban de manera irregular (Migración Ministerio de Relaciones 

Exteriores, 2018); mientras que para junio de 2019 se estimaba la permanencia de 

1.408.055 venezolanos, entre regulares e irregulares, aumentando el flujo migratorio de ese 

país en un 11% en el segundo trimestre de 2019, y todos con la finalidad de huir del 

régimen presidencial venezolano (Portafolio, 2019). En la información reportada por 

Migración Colombia en su página web, el movimiento migratorio de entrada y salida de 

menores de edad venezolanos entre 0-17 años, fue de 327.389 a corte de septiembre del año 

2019 (Migración Colombia, 2019) 

Ante este panorama, es indispensable buscar las herramientas que permitan la defensa de 

los derechos fundamentales para estos menores, en aras de buscar los mecanismos 

adecuados que combatan la desigualdad y les permitan acceder a los servicios básicos en el 

ámbito educativo como en el de la salud, principalmente, y un ofrecimiento efectivo para 

proteger los procedimientos inmigratorios, para buscar con ello, su inclusión en la sociedad 

como especial medida de protección, preservándose de esta manera, los principios que 

desde la misma Convención sobre los Derechos del Niño se proclaman para su protección y 

desarrollo (Góngora-Mera, Costa, & Gonçalves, 2015). 

Algunos factores pueden explicar las razones de la delincuencia juvenil, principalmente 

“la falta de oportunidades para potenciar muchas de sus capacidades, ocasionada por la 

privación de libertades sea que se trate de libertades básicas para sobrevivir, tener 

seguridad, posibilidades de desarrollo”. (Ministerio de Justicia y del Derecho, 2013, pág. 

10). En este orden de ideas, el trabajo que se presenta busca responder a la pregunta: 

¿Cómo se previene la comisión del delito en los niños migrantes venezolanos, desde la 
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política criminal colombiana? Porque al controlar las causas que generan un mayor riesgo 

para este grupo poblacional, se reduce su reclutamiento por parte de los grupos 

delincuenciales, que se aprovechan de su difícil situación económica y emocional por las 

que están atravesando, para instrumentalizarlos en sus actividades. 

 También puede mencionarse, por ejemplo, cómo el trabajo infantil influye en la 

deserción escolar, generando la creando espacios no apropiados para la formación del 

menor, que pueden conllevar a problemas de drogadicción, tráfico de drogas, por el menor 

control que las autoridades ejercen sobre ellos, para terminar reclutados en grupos armados 

y delincuenciales (Khoudour-Castéras, 2009). 

En este sentido, como objetivo general se plantea examinar la prevención de la comisión 

del delito en los niños migrantes venezolanos, desde la política criminal colombiana. Para 

su desarrollo, se presentan como objetivos específicos i) Conceptualizar el fenómeno 

migratorio y las normas que propenden por el amparo de “niños, niñas y adolescentes”, ii) 

Identificar los principales factores de riesgo en los niños inmigrantes que habitan en la 

ciudad de Cúcuta, y iii) Revisar la política criminal frente a los programas preventivos del 

delito en “niños, niñas y adolescentes”. 

 

Metodología. 

 
Para alcanzar el objetivo propuesto en la investigación que se presenta, el desarrollo 

temático se cumplió mediante la combinación de diversas estrategias metodológicas, como 

el análisis documental sobre los conceptos de los procesos migratorios, las causas que han 

estimulado a los jóvenes a participar en actividades delincuenciales y los planteamientos de 

política criminal en el Estado colombiano, así como el estudio de medios periodísticos y de 

estadísticas que manejan las autoridades en la zona de frontera por las capturas y 
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aprehensiones de menores venezolanos. De esta manera, desde un método deductivo se 

pretende demostrar la existencia del nexo que se presenta entre la situación inmigratoria de 

esta población hacía factores generadores de riesgo delictivo y, por ende, la necesidad de 

orientar esfuerzos estatales en esa dirección, para llegar a resaltar la urgencia para la 

proposición de políticas en favor de los menores migrantes venezolanos.  

 

A. Conceptualización del fenómeno migratorio y las normas que propenden por la 

defensa de “niños, niñas y adolescentes” dentro del contexto 

 

Al abordar este tema de investigación, necesario es presentar algunas generalidades 

sobre los tópicos que centran la atención y están relacionados con el objeto del estudio, para 

delimitar y fijar un alcance, particularmente, desde el entendimiento que la infancia 

constituye una etapa vital que se transforma de acuerdo al contexto, que se puede apreciar 

de mejor manera dentro del panorama migratorio por la diversidad cultural de los menores 

inmigrantes, para entender que la infancia en sí misma, es un fenómeno social (Pavez-Soto, 

2017). 

 

Panorama inmigratorio.  

 
 

La migración de personas, o movilidad humana, es una práctica que ha perdurado por 

mucho tiempo y cobija a un número elevado de ciudadanos, presentándose dentro del 

mismo territorio o fuera de las fronteras de los Estados, y en este último caso, es a partir de 

los Tratados de Wesfalia de 1648 donde se edifica su conceptualización (Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, 2015). Los flujos migratorios van aumentando de 

manera significativa, producidos como consecuencia de variados factores, entre ellos 



LA POLÍTICA CRIMINAL FRENTE A LA PREVENCIÓN DEL DELITO…                                                          7 
 

políticos, como el caso presentado ante los conflictos armados internos e internacionales; 

económicos, ante la ausencia de oportunidades de trabajo y la pobreza, entre otros 

(Khoudour-Castéras, 2009); además por cuestiones de seguridad y tranquilidad pública, 

alteraciones de orden político o social; por ello, se considera como un fenómeno 

multicausal.  

Como lo indicó Khoudour-Castéras (2009), “Las implicaciones de estos flujos 

migratorios son numerosas y polifacéticas, y se manifiestan en los ámbitos social, 

económico, político e incluso cultural” (pág. 229). En los apuntes de la Comisión 

Interamericana (2015), se ha señalado que las causas generadoras de las diásporas de la 

población son los grupos violentos, las agresiones extranjeras y los conflictos presentados 

al interior de sus comunidades, que ponen en riesgo sus vidas, su seguridad y hasta su 

propia libertad, que confluyen en la sistemática vulneración de sus Derechos Humanos y en 

la grave perturbación del orden público.  

La migración se ha convertido en un fenómeno peculiar y de dimensiones que desbordan 

los límites de los Estados, haciéndose necesaria una respuesta contundente desde las 

políticas planteadas por la comunidad internacional, porque como lo señala Ospina (2016), 

existen aproximadamente 250 millones de migrantes, de los que el 10% lo hacen en 

condición de irregularidad, es decir sin acatar las políticas migratorias de los Estados, y de 

esa cifra 88 millones son menores que no están acompañados. “La mayor parte de estos 

migrantes lo hacen para lograr mejores condiciones de vida de las que tienen en sus países 

de origen.” (Ospina, 2016, pág. 100) 

De ahí que se ha venido aumentando los estudios realizados sobre algunos de los efectos 

que produce esta movilidad, conforme lo reseña Khoudour-Castéras (2009), especialmente 

en “temas como las remesas, la fuga de capital humano y el transnacionalismo. Pero casi no 
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se ha estudiado la relación causa-efecto entre migración y trabajo infantil, bien sea por 

desplazamiento interno o movilidad internacional” (págs. 229-230), atendiendo a las 

difíciles consecuencias que este tema ha venido generando. 

Hay que mencionar, además, que es común que los grupos de migrantes se enfrenten 

ante duras situaciones, como la fijación de su residencia en zonas con alta exclusión social 

y deban ocuparse en labores mal pagas e inestables; es decir, adaptarse a precarias 

condiciones de supervivencia y ser objeto de discriminación. (Pavez-Soto, 2017). Este 

problema se enfoca especialmente en los migrantes irregulares, quienes son vistos con 

mayor preocupación para la seguridad nacional de un Estado porque esta circunstancia 

coadyuva a la conformación de mafias que se encargan de su transporte, a través de las 

fronteras, previa promesa de una remuneración, generando toda clase de atropellos e 

improperios, y donde la vida queda en un inminente riesgo. (Ospina, 2016, págs. 101-102) 

A su vez, estos flujos migratorios irregulares se convierten en iniciativa de negocios de 

las mafias, que llegan a obtener unas altas sumas de dinero como ganancia, “por ejemplo, 

durante el año 2015, los mafiosos que controlan las rutas y dirigen a los flujos de 

inmigración irregular hacia la Unión Europea tuvieron unos ingresos de 7 mil millones de 

dólares por el tráfico de personas” (Ospina, 2016, pág. 122), en tanto que los beneficios 

generados por el tráfico de niños “superan los 32 billones de dólares” (Reyes Torres, 2017, 

pág. 162). Ante estas circunstancias, la migración que se despliega de manera irregular es la 

generadora de desafíos para la seguridad de los países destino y tránsito, porque genera el 

actuar de personas inescrupulosas, que sin ninguna consideración ponen en riesgo las vidas 

humanas, de las cuales muchos son menores de edad no acompañados. (Ospina, 2016) 

El fenómeno inmigratorio era poco nombrado en los medios de comunicación 

colombianos, al no existir un flujo considerado de extranjeros. Sin embargo, la situación ha 
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cambiado últimamente por la compleja situación desde el ámbito político, social y 

económico que Venezuela se encuentra atravesando desde hace ya varios años, cuando se 

implementó el sistema de gobierno socialista, iniciado por el extinto presidente Hugo 

Rafael Chávez Frías el 2 de febrero de 1999 (Telesur, 2014), y mantenido por el actual 

dirigente, Nicolás Maduro Moros. Esta circunstancia ha conllevado al éxodo masivo a 

diferentes países de la región por parte de ciudadanos venezolanos, entre ellos Colombia, 

especialmente desde que se produce el cierre fronterizo ordenado por el Gobierno 

venezolano el 19 de agosto de 2015; y el objetivo es palmario: porque ven en la migración 

una opción de mejorar sus condiciones de vida o educación. (Revista Dinero, 2017)  

Igualmente, la inmigración de venezolanos hacia el territorio colombiano ha aumentado 

debido a la limitación de las oportunidades laborales en su país, tal como lo refiere el 

Observatorio Venezolano de Conflictividad Social (2016), aunado a que las políticas 

económicas del gobierno desestimularon la producción nacional y han dificultado la 

operación del sector privado, afectando la sostenibilidad laboral. Acompañando esta crisis, 

está el incremento significativo de la inseguridad, la falta de oportunidades para su 

progreso, el deterioro del poder adquisitivo de su dinero, hasta presentarse, en algunos 

sectores, la carestía de alimentos y la insatisfacción de necesidades básicas; focos que 

afectan principalmente a las personas de bajos recursos. (Observatorio Venezolano de 

Conflictividad Social, 2016)   

En el contexto actual, “las migraciones han adquirido una notoriedad especial en la 

sociedad global del riesgo” (Duarte Cunha, 2011, pág. 68), por los peligros que en la 

civilización produce, que no pueden ser limitados socialmente ni en el espacio ni en el 

tiempo, siendo a la vez una oportunidad de intercambio cultural o de amenaza para la 

seguridad, cuyo producto histórico está reflejado en las acciones y omisiones humanas 
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(Duarte Cunha, 2011), citando a Ulrich Beck. Se convierte a la vez, en un fenómeno global 

que cada día va en aumento, cuya preocupación se genera cuando afecta a los menores que 

puede derivar en su explotación y hasta su esclavitud. Señala Reyes Torres (2017), que el 

11% de los inmigrantes están por debajo de la edad de 18 años, de los cuales 1.2 millón son 

traficados y más de 13 millones han sido víctimas de tráfico infantil.  

De ahí que las políticas migratorias, en ocasiones, se reducen de cierta manera a 

políticas de seguridad, generando una tensión inevitable del conflicto entre libertad y 

seguridad. Además, como lo reseña Duarte (2011), los Estados que reciben mayor 

movilidad de personas de otros países, consideran que su estabilidad socioeconómica puede 

verse amenazada por los inmigrantes, a quienes consideran un riesgo, generando con ello, 

la percepción de un peligro social; y, por ende, “la inmigración deja de ser contemplada 

primordialmente como un factor de desarrollo económico, y pasa ser vista como un 

problema, que debe ser gestionado, ante todo, desde la perspectiva del control”. (Duarte 

Cunha, 2011, pág. 69) 

Muchos de los afectados son menores de edad, sobre quienes se debe propender por la 

protección especial de sus derechos como una obligación superior de los Estados, de la 

familia y la sociedad en general, particularmente cuando se encuentran en situaciones 

especiales de vulnerabilidad, para evitar su participación en actividades criminales, o que 

sean instrumentalizados por organizaciones delincuenciales. Esa protección está sustentada 

en la titularidad de derechos del menor, pero su incapacidad para ejercerlos por su corta 

edad los deja en desventaja cuando son comparados con los problemas cotidianos, por la 

carencia de “habilidades temporales para sobrevivir por sí mismos y ejercer sus derechos, y 

por eso los adultos y el Estado tienen un deber de asistencia hasta que adquieren la 

capacidad para ejercer los derechos por sí mismos.” (Góngora-Mera, Costa, & Gonçalves, 
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2015, pág. 26). 

No puede desconocerse que muchos de los niños inmigrantes son traídos a Colombia 

con la intención de establecer su residencia definitiva, o por lo menos, durante un largo 

periodo de tiempo; ora porque sus grupos familiares así lo han dispuesto, o por los lazos 

consanguíneos existentes con colombianos, y la facilidad de otorgarle sus documentos en 

procura de evitar la apatricidia, como una nueva forma de proteger sus derechos 

fundamentales. Como ha sido advertido por la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (2015), la especial condición de vulnerabilidad en que se hallan las personas 

consideradas apátridas, que al no ser reconocidas como nacionales de algún Estado, no les 

permite la obtienen de protección de ningún país para que se les pueda garantizar un 

efectivo reconocimiento de sus derechos y libertades; además en los informes de ACNUR, 

a nivel mundial se considera que una tercera parte de esta población está integrada por 

niños, a quienes la huella de la apatridia los acompañará durante su existencia, y aún, 

después de ella porque ese estigma va a afectar a sus descendientes. (pág. 29) 

El registro inmigratorio de venezolanos hacía Colombia es realizado por la Unidad 

Administrativa Especial de Migración Colombia, presentando el flujo de llegada y salida de 

venezolanos durante el periodo 2012 - 2017, en su Boletín Anual de estadísticas durante el 

año 2017, apreciándose un incremento paulatino con el paso de los años, tendiente a seguir 

aumentando (Figura 1). 
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Figura 1. Entrada y salida de venezolanos durante el periodo 2012-2017. Autoría propia 

 

Durante el periodo señalado, hubo un ingreso total de 2’309.034 personas, y salieron 

2’040.248 ciudadanos (Ministerio de Relaciones Exteriores, Migración, 2017); es decir, se 

presentó una diferencia 268.786 que se quedaron en el país. Valga decir que, estos son los 

datos registrados oficialmente, por cuanto no se puede obtener una información precisa de 

la cantidad de personas que diariamente ingresan por los pasos irregulares conocidos como 

trochas (La Opinión, 2019), ante la dificultad de su tabulación. 

 

Delimitación de la calidad de niño, niña y adolescente.  

 
 

La problemática que enfrenta el Estado colombiano ante la creciente movilidad de 

personas oriundas de Venezuela, se enfoca en la considerable cantidad de “niños, niñas y 

adolescentes” afectados, población amparada por una protección especial de sus derechos 

como una obligación superior para los Estados, la familia y la sociedad, conforme lo señala 
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el artículo 44 de la Constitución Política (1991), reiterado en el 38 del Código de la 

Infancia y Adolescencia (Ley 1098, 2006), particularmente cuando estos menores están en 

especiales situaciones de vulnerabilidad.  

Conforme lo dispone la declaración de los derechos de los menores, es necesario 

determinar los rangos de edad para establecer la necesidad de protección, atendiendo a que 

la edad está modificando la capacidad de cada ser, porque no requiere de la misma 

protección un infante de 2 años a un menor de 14 años (Coutiño Castro, 2006). De ahí que 

se hace necesaria la delimitación de la población sobre la que se enfoca el estudio en los 

menores de edad, atendiendo, como se mencionó anteriormente, a la necesidad de velar por 

su especial protección, ante los riesgos a los que están expuestos.  

En diversas ocasiones se ha abordado la conceptualización del término de menor de 

edad, entre ellas se trae la propuesta por Segura Calvo (2014), cuando señala que son 

“todos aquellos individuos que todavía no han alcanzado la edad adulta o la mayoría de 

edad. Generalmente, la minoría de edad abarca toda la infancia y casi toda la adolescencia o 

parte de esta etapa” (pág. 27); sin embargo, la edad para ser considerado menor edad es una 

regulación propia de cada país en su legislación interna, la cual ha sido fijada en la mayor 

parte de países latinoamericanos a quien no ha cumplido los 18 años. 

El artículo 3 del Código de la Infancia y Adolescencia (Ley 1098, 2006), dispone “Sin 

perjuicio de lo establecido en el artículo 34 del Código Civil, se entiende por niño o niña las 

personas entre los 0 y los 12 años, y por adolescente las personas entre 12 y 18 años de 

edad”. La legislación civil (Ley 84, 1873) indica que es niño o infante, todo menor de siete 

años de edad; y es impúber, el menor que todavía no ha llegado a los 14 años; adulto quien 

ha cumplido los 14 años pero es menor de 18 años;  finalmente, es mayor de edad, todo el 
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que haya cumplido los 18 años, y, en su defecto, menor de edad el que aún no los ha 

cumplido (art. 34). 

En el análisis que de la norma que vela por la protección de derechos de “niños, niñas y 

adolescentes” en México hicieron Malagón, Trepte, & Lüdtke (2015), se resalta la 

importancia de delimitar el término de menor de edad, especialmente cuando se trata de la 

población infantil y adolescentes en situación de migrante, porque a pesar de que “el 

término de “menores de edad” y “niños, niñas y adolescentes” pareciera ser usado de forma 

indistinta en los debates, en aquellos en los que se profundiza en este grupo poblacional sí 

hay una preocupación por establecer una diferencia.” (pág. 34), en busca de lograr el uso de 

un término general que incluya a toda esta población, garantizando con ello la protección 

general sin discriminación alguna, y, por tanto, solo se use la locución “niñas, niños y 

adolescentes”. 

Para una mayor ilustración sobre los límites de edad, de acuerdo a las previsiones de los 

códigos Civil y de la Infancia y Adolescencia colombianos, atendiendo a la etapa de 

desarrollo y madurez, se presenta en el siguiente esquema (Figura 2). 

Código Civil 

Condición de menor 

E
d
ad

 

Infante o niño Impúber 

0 a 7 

años 

7 a 14 

años 

Adulto 

14 a 18 

años 

Mayor de edad 

Más de 18 años 

Menor de edad 

Ley 1098 

Niño(a) Adolescente 

0 a 12 

años 

12 a 18 

años 

Figura 2. Conceptos del menor en cuanto a su edad, conforme a lo dispuesto en el Código Civil y en el 

Código de la Infancia y Adolescencia. Autoría propia 
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El adolescente debe ser considerado como una persona que se encuentra en un proceso 

formativo, dentro del cual está adquiriendo sus propias bases para construir su propio 

proyecto de vida, lo que conlleva a que se le facilite la orientación que le pueda ser útil en 

la cimentación de “criterios adecuados de valoración de su vida y su conducta, un 

acompañamiento real y efectivo que implique una revisión de sus patrones de 

comportamiento para acceder a cambios sustanciales y a una mirada diferente frente al 

mundo, y su comunidad”. (Hoyos, 2013, pág. 170) 

 

Normatividad que busca proteger los derechos de “niños, niñas y adolescentes”. 

 
 

Los niños y niñas se desplazan a otros países en búsqueda de reagrupación familiar o 

encontrar unas condiciones económicas, sociales o culturales que le permitan una mayor 

satisfacción de sus necesidades básicas, o en muchas ocasiones, hallar las condiciones 

propicias para evadir la pobreza extrema, o contrarrestar la violencia presentada en sus 

lugares de origen y demás conductas de abuso y persecución a las que pueden verse 

sometidos. Es decir, no sólo es la pobreza el principal factor generador de la migración de 

los menores, sino también existen otros diversos factores, como la reunificación familiar, o 

alcanzar el “sueño americano”, como ocurre con los que migran a Estados Unidos 

(Góngora-Mera, Costa, & Gonçalves, 2015); además, huir de la violencia generada por 

pandillas, como sucede en algunos países centroamericanos (Malagón, Trepte, & Lüdtke, 

2015). 

El amparo que se demanda, está direccionada a atender su interés de protección 

fundamental por la falta de su madurez física y psicológica, y brindarle las condiciones 

necesarias para que pueda desarrollarse plenamente en todos los ámbitos y alejarlos de los 
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peligros que los flagelan, especialmente, durante todo el procedimiento migratorio ante el 

cual debe enfrentarse, para que se les ofrezcan las garantías mínimas de protección, sin 

actos discriminatorios por su origen nacional o condiciones específicas, y se observe el 

debido proceso establecido, para culminar en una decisión debidamente sustentada y 

justificada (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2014). 

La Convención sobre los Derechos del Niño, además de enfatizar que los “niños, niñas y 

adolescentes” son sujetos de derechos, resalta los principios a observar en su protección, 

especialmente los relacionados con sus derechos fundamentales y los que están 

estrechamente vinculados con su interés superior, para dar prioridad al menor sobre 

cualquier decisión relacionada con su vida y desarrollo, evitar su manipulación por los 

padres o las mismas autoridades, y sean apreciados como titulares de derechos (Góngora-

Mera, Costa, & Gonçalves, 2015). 

Producto de los estudios realizados, se han formulado numerosos instrumentos 

internacionales exigiendo de los Estados la implementación de medidas que propugnen por 

la efectivización de los derechos que buscan proteger a los menores de edad, sintetizados en 

un esquema (Figura 3). 
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Figura 3. Normas internacionales de protección universal para los “niños, niñas y adolescentes”. Autoría 

propia 

Como fue señalado por Ravetllat (2012), la conceptualización del menor como un 

interés supremo, tiene un alcance que requiere ser concretado en cada situación en 

particular; es decir, “la norma no nos ofrece la solución directa de cada caso, de tal modo 

que ésta debe ser buscada acudiendo a criterios de valor o de experiencia, según la 

naturaleza del concepto.” (Ravetllat Ballesté, 2012, pág. 105).   

 Adicionalmente, existe diversas interpretaciones o directrices fijados por los organismos 

internacionales al respecto, como puede destacarse la Opinión Consultiva OC-21/14, 
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“Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o necesidad de 

protección internacional” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2014), donde la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos emite una Opinión, de cara a los principios 

fijados por la Convención Americana de Derechos Humanos y la Declaración Americana 

de los Derechos y Deberes del Hombre, respecto de la niñez migrante y la obligación de 

cada Estados de acoger medidas en relación con la condición migratoria de los niños y 

niñas, o la de sus padres, para referir que toda nación que hace parte de la Organización de 

los Estados americanos tienen la obligación de “ofrecer protección a los niños y niñas 

extranjeros dentro de sus jurisdicciones, reconoció una serie de garantías del debido 

proceso aplicables a las niñas y niños migrantes con el propósito de asegurar su acceso a la 

justicia” (Góngora-Mera, Costa, & Gonçalves, 2015, pág. 3), haciendo énfasis en la 

máxima aplicación del principio que dispone que no se debe proceder a detener a niños y 

niñas que están en situación migratoria. 

Dentro del contexto nacional, se expidió el “Código de la Infancia y la Adolescencia” 

(Ley 1098, 2006), con la finalidad de garantizar los derechos y libertades que están 

estipulados en las diferentes normas de carácter internacional sobre Derechos Humanos, así 

como los señalados por la Carta Magna y las demás normas de derecho interno, para todos 

los menores de 18 años (art. 3), ya se traten de nacionales o extranjeros localizados en el 

país (art. 4).   

Indiscutiblemente, como se ha expresado en los diferentes eventos desarrollados para 

resaltar la importancia de proteger los derechos de los niños y adolescentes, se hace necesario 

el conocimiento y aplicación de las disposiciones comprendidas en la Convención sobre los 

Derechos del Niño, porque es preocupante el alto nivel de desconocimiento existente en los 

profesionales encargados de su intervención, así como los servidores de la administración de 
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justicia, y la misma ciudadanía en general, inclusive de los propios “niños, niñas y 

adolescentes” a los que incumben directamente (Ravetllat Ballesté, 2016). 

Países como Argentina, han realizado importantes cambios legislativos para los migrantes 

en la Ley 25.871 de 2004, para velar por el efectivo reconocimiento de sus garantías y 

permitirles acceder a servicios de salud y educación. Ecuador ha dado un enfoque de 

movilidad humana al aspecto migratorio, por cuanto es establecido como un derecho en su 

propia Constitución y no es ilegal la condición migratoria, por ello no pueden ser 

sancionados, especialmente las niñas y los niños, que se encuentran en tal condición, antes 

bien, hacen parte de un proceso de movilización; sin embargo, la población ve a la migración 

como un problema y no reconocen la contribución a la sociedad (Pavez-Soto, 2017). 

Pávez-Soto (2017), también considera que en Colombia existe una doble connotación 

migratoria, tanto externa como interna, por efectos del conflicto interno que vive el país; en 

tanto que en Chile, de casi medio millón de emigrantes, el 18% son niños y niñas, quienes 

sufren por racismo y discriminación, así como por la protección de sus derechos desde el 

planteamiento de las políticas públicas, principalmente por la perspectiva de seguridad en 

que están enfocadas las leyes migratorias (Pavez-Soto, 2017). 

 

B. Principales factores de riesgo en los niños inmigrantes que habitan en la ciudad 

de Cúcuta 

 

La necesidad de protección de la población menor de edad dentro del contexto 

migratorio, cobra relevancia porque dentro del grupo de inmigrantes que diariamente 

ingresa al territorio colombiano por la frontera con Venezuela, se encuentran un elevado 

número de niños, conforme puede apreciarse en los datos estadísticos del comportamiento 
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de ingreso de menores venezolanos entre los 0 y 17 años, durante el periodo 2012-2017, 

que fue 39.508 niñas y 40.682 niños, para un total de 80.190 menores de edad, que 

representa el 4.27 % del ingreso total. (Ministerio de Relaciones Exteriores, Migración, 

2017); quienes presentan diversas dificultades en la protección de sus derechos, 

especialmente en la salud y la educación, los cuales han sido seriamente afectados en su 

país de origen. 

Atendiendo a la información obtenida del Grupo de Investigación Criminológico de la 

Policía Metropolitana de Cúcuta, la estadística de las capturas realizadas por la presunta 

infracción de conductas delictuales cometidas por adolescentes migrantes de Venezuela 

dentro del Área Metropolitana de Cúcuta, ha ido aumentando en los últimos 4 años, como 

puede apreciarse en la Tabla 1, actualizada hasta el mes de septiembre de 2019  

Tabla 1 

Capturas menores venezolanos (2016-2019) 

Delito 2016 2017 2018 2019 

Contrabando de hidrocarburos 1 0 2 0 

Hurto personas 1 4 13 15 

Hurto entidades comerciales 1 1 0 2 

Daño en bien ajeno 0 1 0 1 

Extorsión 0 2 1 1 

Estafa 0 0 1 0 

Tráfico y porte armas de fuego 0 1 5 1 

Tráfico estupefacientes 4 6 5 21 

Lesiones personales 0 5 1 0 

Homicidio 0 0 2 0 

Falsedad personal 0 3 10 3 

Receptación 0 1 0 1 

Total 7 24 40 45 

Nota. Información de los menores capturados en el periodo 2016 a 2019, actualizada 

hasta el mes de septiembre de 2019, conforme a la información suministrada por el Grupo 

de Investigación Criminológico de la Policía Metropolitana de Cúcuta. Autoría propia 
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 Dentro de la anterior información, solo se incluyó las capturas de los menores con 

edades entre los 14 a 17 años, atendiendo a que el sistema penal para adolescentes en 

Colombia, solo puede juzgar la conducta dentro de este rango de edad, tal como lo indica el 

artículo 139 de la Ley 1098 (2006). En las capturas realizadas, los delitos más recurrentes 

son el hurto a personas y el tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, como puede 

apreciarse en el Gráfico 1 

Gráfico 1 

¡Error! No se encuentra el origen de la referencia.

 

Nota. Gráfico de los menores capturados en el periodo 2016 a 2019, conforme a la 

información suministrada por el Grupo de Investigación Criminológico de la Policía 

Metropolitana de Cúcuta. Autoría propia 

 

 Se debe resaltar, que al incrementarse la inmigración irregular, se reduce la 

utilización de los pasos de frontera dispuestos por los Estados para el control de la 

migración, y con ello, se disminuye el uso de la ayuda estatal, lo que genera un efecto 

contrario, porque los deja en una situación de vulnerabilidad; consecuentemente, el riesgo 
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que tal situación genera en la salud física y psicológica del menor, por la exposición a sufrir 

asaltos, violaciones en su formación sexual o secuestro. (Malagón, Trepte, & Lüdtke, 2015) 

Sin desconocer, además, las consecuencias que trae su práctica desmedida en la salud 

mental y física para los “niños, niñas y adolescentes”, así como el comportamiento que 

pueden adoptar en la sociedad, porque se desarrollan en un ambiente donde sus derechos 

fundamentales son quebrantados, aunado a los peligros a que deben exponerse, que afectan 

su madurez y desarrollo psicosocial, lo que conlleva a unas alteraciones emocionales y 

predisposición a la violencia, abuso o adicción. (Segura Calvo, 2014, pág. 56). Sumado a 

ello, las diferentes formas de violencia que se despliegan sobre los menores, ya sea directa 

o indirectamente, “tendrá graves repercusiones para su desarrollo individual, social y 

cultural, debido al sensible momento evolutivo en que se hallan los niños y las niñas” 

(Martínez González & Amar Amar, 2017, pág. 2). 

Como lo resalta Segura (2014), retomando lo afirmado por el Estado Mundial de la 

Infancia 2005 de UNICEF, los menores “que viven en la pobreza son los que sufren una 

privación de los recursos materiales, espirituales y emocionales necesarios para sobrevivir, 

desarrollarse y prosperar, lo que les impide disfrutar sus derechos, alcanzar su pleno 

potencial o participar como miembros plenos” (pág. 49). Como consecuencia, están más 

expuestos a su incorporación al trabajo infantil a temprana edad, y consecuentemente, a la 

posibilidad de entrar al ámbito de la ilegalidad. 

En el mismo sentido, los planteamientos del Ministerio de Justicia y del Derecho (2013), 

dentro del trabajo realizado para prevenir la delincuencia en adolescentes y jóvenes, hizo 

énfasis sobre las diversas causas, formas e intensidades de donde provienen la 

vulnerabilidad; indicando que “es probable que niños y niñas en primera infancia cuyos 

padres sean adolescentes o que sean víctimas de maltrato y violencia intrafamiliar –entre 
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otros varios factores– puedan moverse posteriormente hacia lo delictivo.” (p.23). Por tal 

motivo, la intervención realizada en los primeros años de existencia, que propendan al 

desarrollo y fortalecimiento de sus habilidades, contribuirán como un método preventivo de 

persuasión hacía la delincuencia.  

Empero, es de gran importancia que dentro de este proceso de blindaje se involucre al 

entorno familiar del menor, atendiendo al papel que juega dentro de su “primera infancia, 

no solo porque es tal vez el espacio donde transcurre la mayor parte de su vida, sino porque 

la posibilidad de aprehender el mundo de afuera depende de las fortalezas que este mundo 

de lo privado les provea.” (Ministerio de Justicia y del Derecho, 2013, pág. 23) 

Adicional a ello, los ambientes de violencia para los menores, generan un entorno que 

los acerca a grupos armados y bandas criminales, aumentando la taza de menores 

delincuentes (Martínez González & Amar Amar, 2017). 

 

Trabajo infantil dentro del flujo migratorio. 

 
El principal factor generador de riesgo dentro del proceso de la movilidad humana que 

se está presentando en la frontera colombo venezolana, está relacionado con el trabajo 

infantil. Considera Khoudour-Castéras (2009), que a pesar de la existencia de normas 

internacionales sobre el tema, no existe acuerdo sobre su definición universal, atendiendo a 

que no todo trabajo infantil genera un efecto negativo en los niños y adolescentes, por el 

contrario, algunas labores aportan a su desarrollo como persona, como el simple hecho de 

ayudar con las labores de la casa; o cuando se trate de actividades artisticas, culturales, 

recreativas o deportivas, tal como está señalado en la Ley 1098 (2006), parágrafo del 
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artículo 35, principalmente para los menores de 15 años por cuanto es la mínima edad para 

otorgar permisos de trabajo por el respectivo inspector. 

 De ahí  que, la relevancia debe centrarse en el trabajo infantil “que sea nocivo para 

el normal desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social del niño, o que entorpezca su 

educación e instrucción” (Segura Calvo, 2014, pág. 30), citando la definición realizada por 

la Internacional de Educación-IE, recogidas por la Organización Internacional del Trabajo 

(1999), dentro del artículo 3 del Convenio 182, denominadas como “peores formas de 

trabajo infantil”, que conlleva a “la puerta de entrada a otras vulneraciones como: 

explotación sexual comercial, utilización por grupos delictivos, consumo de sustancias 

psicoactivas, trabajo forzado y mendicidad ajena” (Intituto Colombiano de Bienestar 

Familiar, 2019). 

Como lo indica Khoudour-Castéras (2009), a pesar de abundar los estudios sobre las 

consecuencias que traen consigo el fenómeno migratorio, especialmente en los últimos 

años, son pocos los relacionados con los efectos existentes entre la migración y el 

trabajo, tanto en Colombia como a nivel internacional, sin embargo el interés sobre 

estos asuntos ha ido en crecimiento por la relevancia que ello reviste; sencillamente, 

porque “existe mayor riesgo de vulnerabilidad frente a la explotación laboral y la trata 

infantil cuando niños, niñas y adolescentes migran de manera autónoma” (Khoudour-

Castéras, 2009, pág. 231). 

La crisis en Venezuela ha llegado al extremo, que en los jóvenes y niños se presenta la 

necesidad de trabajar en diferentes actividades, como ayudantes domésticos o vendedores 

ambulantes, para aportar al sustento de sus hogares, al punto que en ocasiones deben dejar 

la escuela para rebuscarse los medios económicos, con la posibilidad de caer en la 

mendicidad, y de allí, fácilmente, a la incursión delictiva. (Sarmiento, 2018). Situación que 
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se presenta igualmente en Cúcuta, como en otras ciudades del país, donde los menores 

venezolanos deben asumir los retos y obligaciones de un adulto y rebuscarse su sustento en 

las calles, sin importar las condiciones climáticas y las peripecias para evadir los controles 

de las autoridades migratorias y del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), sin 

que las autoridades locales lleven a cabo acciones efectivas que les permita garantizar sus 

derechos. (Caracol Cúcuta, 2018) 

De acuerdo a los datos reportados por la oficina de Bienestar Social, en Cúcuta 

existían 540 niños trabajando en junio de 2018, de los cuales muchos lo hacen de 

mendigos junto a sus padres, resultado que se obtiene de un trabajo de campo realizado 

por el ICBF y la Secretaría de Bienestar Social de Cúcuta, como medio preventivo y no 

para la destrucción de los hogares (La Opinión, 2018). La directora del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar afirmó que, durante el primer cuatrimestre del año 

2019, identificaron 118 menores venezolanos en situación de trabajo infantil, 

recalcando la responsabilidad que tiene el Estado colombiano para proteger los 

derechos de esta población, sin importar su origen. (Intituto Colombiano de Bienestar 

Familiar, 2019) 

Para soportar los argumentos expuestos en la presente investigación, se solicitó 

información al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Regional de Norte de 

Santander, en atención a los reportes de la ciudadanía por supuesta presentación de trabajo 

infantil en Cúcuta, sintetizados en la Tabla 2 
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Tabla 2 

Tipo de Reporte (2016-2019) 

 
Reporte de amenaza o 

vulneración de derechos 

Solicitud de 

restablecimiento de derechos 

2016 20 94 

2017 118 151 

2018 213 285 

2019 57 95 

Total 408 625 

Nota. Información de las denuncias reportadas por la ciudadanía con relación a 

situaciones de trabajo infantil en Cúcuta 2016 a 2019, actualizada hasta el mes de septiembre 

de 2019, atendiendo a la información proveída por la Regional de Norte de Santander del 

ICBF. Autoría propia 

 

Con relación al proceso para restablecer de derechos de los menores de edad atendidos 

en la misma Regional, por motivo de trabajo infantil, para el año 2018 se reportaron 47 

niños venezolanos, y para el 2019 (hasta el 30 de septiembre de 2019), el reporte fue de 36 

menores.  

Evidenciado está, que la mano de obra de estos menores se ha usado para la búsqueda 

del sustento diario de la familia a la que pertenecen, se explota el trabajo infantil sin tener 

en cuenta que el mismo “pone en peligro la salud física y mental de los niños, niñas y 

adolescentes lo que tendrá como consecuencia su desapego de la sociedad, llegando a 

conductas delictivas, como el caso del hurto, daño en bien ajeno, etc.” (Segura Calvo, 2014, 

pág. 18); de ahí la importancia de brindarles una adecuada educación y atención, para que 

puedan integrarse a la sociedad y cohabitar en ella, en busca del fortalecimiento de las 

relaciones de bienestar y desarrollo común.  
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Y lo más preocupante, como lo menciona Khoudour-Castéras (2009), “la mayoría de los 

jóvenes desplazados que trabajan se encuentra en la venta callejera y la construcción, en el 

caso de los niños, y en el servicio doméstico y la explotación sexual, en el caso de las 

niñas.” (pág. 240); además, del empleo en actividades de robo en las calles o apartamentos, 

por su agilidad, especialmente para ingresar a las propiedades, aunado al beneficio que 

pueden obtener frente a la normatividad legal, actividades que son muy recurrentes en 

España, pero pueden replicarse en otros Estados (Khoudour-Castéras, 2009). 

 

Tráfico infantil como forma de explotación. 

 
El tráfico ilegal de migrantes, a pesar una conducta independiente de la trata de 

personas, es a menudo confundida con ella por la delgada línea que los separa; sin 

embargo, debe tenerse en cuenta que en el tráfico se presenta un “mutuo acuerdo entre el 

traficante y el traficado, basado en un supuesto de ventajas recíprocas, en el segundo caso, 

media la coacción, el uso de la fuerza u otros medios que contemplan la ausencia del 

consentimiento de la víctima” (Troya, 2006, pág. 165); siendo que en el segundo caso, no 

es necesario el cruce de la fronteras para su configuración ni se presenta tal acuerdo. 

 En el Protocolo de Tráfico de Palermo (O.N.U., 2000), a través del cual se adoptan 

medidas de prevención, represión y sanción al tráfico de personas, principalmente de niños 

y mujeres, se presentó una definición del tráfico ilícito de migrantes, considerándolo como 

una “facilitación de la entrada ilegal de una persona en un Estado Parte del cual dicha 

persona no sea nacional o residente permanente con el fin de obtener, directa o 

indirectamente, un beneficio financiero u otro beneficio de orden material” (art. 3-a); y 
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como entrada ilegal “el paso de fronteras sin haber cumplido los requisitos necesarios para 

entrar legalmente en el Estado receptor” (art. 3-b).  

Estas conductas, están tipificadas como delitos autónomos en el Código Penal 

colombiano (Ley 599, 2000), en sus artículos 188, respecto del tráfico de migrantes, y 188-

A, en el caso de trata de personas, constituyéndose una circunstancia de agravación 

punitiva cuando la conducta se ejerza sobre menores de 18 años. Además, se crea un tipo 

especial en cuanto al tráfico de “niñas, niños y adolescentes” en el artículo 188C, cuando se 

intervenga en transacciones para vender o traficar por precio o cualquier contribución a un 

menor de edad (Ley 599, 2000). 

A pesar de ello, se ha identificado el posible tráfico de migrantes en la frontera de 

Cúcuta, donde llegan mafias venezolanas a ofrecer a las empresas de turismo que operan en 

la área del Corregimiento de La Parada, municipio de Villa del Rosario, a los viajeros que 

pretenden hacer el tránsito por todo el territorio nacional, para llegar hasta Ecuador, tal 

como lo denuncian las autoridades locales (La Opinión, 2018b) 

La explotación que se ejerce en los menores es progresiva, conforme lo expone Reyes 

(2017), atendiendo a la edad, sexo y capacidad para la imposición de trabajos, los cuales 

“van desde mendigar en la calle a ser explotados sexualmente o a formar parte de 

comandos o bandas organizadas.” (Reyes Torres, 2017, pág. 165); generando destrucción 

en su comportamiento, infundiéndoles que no existen otras alternativas en sus vidas, que 

termina haciéndoles perder su seguridad y sentido de pertenencia, hasta reducir su 

autoestima para generar agresividad, y las consecuencias que en su perjuicio de allí derivan.  

Acorde a ello, los programas estatales que buscan combatir el tráfico de los menores 

deben reconocer la importancia de tratar como niños a los migrantes que lo son, antes que 

la legalidad de su condición, para velar y proteger sus derechos humanos, estableciendo 
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alianzas de cooperación regional e internacional, en aras de buscar estrategias que permitan 

encontrar soluciones al problema dentro de la normatividad internacional, siendo la 

educación clave fundamental dentro del proceso (Reyes Torres, 2017). 

Así como lo indica Castellano Barca (2004), los “niños y adolescentes” son personas 

que presentan mayor riesgo de vulnerabilidad, debido al sueño con llegan para encontrar 

condiciones que le faciliten una mejor calidad de vida, pero se encuentran ante una actitud 

del Estado que le puede generar un efecto contrario, al facilitar su tráfico por la falta de 

implementación de medidas para contrarrestarlo, sin que exista una persecución de los 

grupos criminales que así proceden. O el referente de Ospina (2016), respecto de la 

situación que acontece en la comunidad Schengen, por la falta de solidaridad de los Estados 

en la implementación de controles de los movimientos migratorios irregulares, permitiendo 

la obtención de provechos por parte de las mafias por la misma falta de la organización y 

control en los flujos migratorios. 

 Existen reportes que los niños inmigrantes están siendo traficados a Colombia para 

mendigar, según los datos de la organización benéfica Terre des Hommes (Moloney, 2018), 

muchos de los cuales son alquilados para hacerlo en las calles y semáforos, al punto que 

algunas madres les inquieta que sus hijas caigan en la prostitución al aceptar alguna oferta 

de trabajo, como lo enfatiza la misma Moloney (2018) en su artículo periodístico, 

argumentando que el tráfico aumenta ante el incremento de controles de ingreso, como se 

están presentando en Perú y Ecuador. 

 No menos alarmante es el tráfico infantil para la explotación sexual, que se lleva a 

cabo especialmente en ciudades turísticas del país, afectando principalmente a las niñas, tal 

como puede destacarse en los medios de comunicación nacional en internacional, como la 

crítica hecha por el diario británico The Guardian, (España Pantoja, 2018); o el reporte de 
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un periodista español en una emisora de su país (Revista Semana, 2018), así como los 

golpes asestados por las autoridades colombianas contra las redes de prostitución 

(Montaño, 2018), donde se resaltó lo manifestado por el Fiscal General, de que el problema 

no solo puede solucionarse desde lo judicial, sino que también requiere un importante 

aporte desde la educación y la prevención.  

 

C. La prevención del delito de “niños, niñas y adolescentes” dentro de la política 

criminal colombiana 

 

No pueden endurecerse las políticas que abarca el aspecto criminal como una forma de 

atacar las conductas desviadas o delictuales de los menores inmigrantes que ingresan al 

territorio; por eso la relevancia del trabajo gubernamental debe estar orientado en la 

prevención, a través de herramientas que brinden a estos menores la posibilidad de 

formarse bajo unos parámetros acordes a la convivencia en comunidad y observando las 

normas que así lo regulan. Siendo muy “importante hacer una dilucidación acerca del delito 

y la delincuencia desde el punto de vista del Derecho Penal para desentrañar luego el 

significado que estos conceptos tienen en el contexto juvenil.” (Hoyos, 2013, págs. 164-

165) 

Así mismo, el conjunto de medidas adoptadas debe estar inspiradas en reconocer la 

dignidad humana como un valor superior, presente en los ordenamientos constitucionales 

de los Estados de Derecho (Duarte Cunha, 2011). Las políticas públicas que buscan abordar 

los ejes para prevenir la delincuencia juvenil, debe sobreponer los derechos fundamentales 

que se promulgan para todas las personas, y en ese sentido, observar las disposiciones 

comprendidas en las normas de carácter internacional y local que sobreponen a los “niños, 
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las niñas y adolescentes” como un sujeto especial de derechos y que representan un interés 

superior de la comunidad, porque la protección de sus derechos es una inversión para la 

sociedad (Ministerio de Justicia y del Derecho, 2013). Además, la prevención delictiva del 

adolescente está estrechamente relacionada con la protección del interés social, que, a su 

vez, ve cercenados los derechos que le asisten a la colectividad; de ahí que, “la prevención 

de la delincuencia juvenil observa la complejidad que encierra esta paradoja a través de 

cuatro grandes ejes temáticos: la Protección Integral, la Justicia Restaurativa, la Inclusión y 

la Corresponsabilidad. (Ministerio de Justicia y del Derecho, 2013, pág. 8) 

 

Aproximación a la política criminal en el contexto migratorio. 

 
 

Para abordar este tópico, se parte de que todas las acciones desplegadas por un Estado 

para transformar un ambiente de inconformidad en la población, en busca de una visión 

idealizada que le permita a la administración que se encuentra en el poder lograr el 

cumplimiento de las promesas formuladas en sus planes de gobierno planteados para su 

elección, la que es comúnmente conocida como política pública (Brugué-Torruella, 2014); 

las cuales deberían separarse en las diferentes etapas en las que deben ser elaboradas, para 

ser analizadas por separado, y luego estudiar la manera en que es planteada por la 

población, la procedencia de los legisladores, la manera de implementación por los 

funcionarios y su evaluación final (Lindblom, 1991). 

En esta medida, las políticas públicas formuladas buscan la solución a la problemática o 

necesidades que demandan la sociedad, o en una parte de ella, las cuales abarcan una 

pluralidad de aspectos, de acuerdo a la necesidad específica. Se estima la existencia de 

diferentes políticas como necesidades sociales se presenten, de ahí que “el nivel de 
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conflictividad de un problema es un factor clave que bien puede favorecer o reducir su 

expansión o difusión, y, en consecuencia, su incorporación en la agenda del gobierno” 

(Pérez Enciso, 2017, pág. 254).  

Aguilar Villanueva (1993), ha referenciado los requisitos que debe tener una dificultad 

social para que pueda considerarse como un problema público, indicando que básicamente 

son tres: que sea una situación de amplio conocimiento público, además que ese público 

estime la necesidad de la implementación de algún tipo de acción y, finalmente, que la 

ejecución de esa acción sea responsabilidad de alguna entidad gubernamental, partiéndose de 

la premisa que “la conflictividad actual o potencial de un asunto en la comunidad política es 

el factor que favorece su expansión y difusión” (Aguilar Villanueva, 1993, pág. 35).  

Para que se mantenga el interés público en esa dificultad social, y por ende se convierta 

en un interés gubernamental, es necesaria que sea emocionante y llamativa,  simplemente 

porque las noticias son apreciadas como un espectáculo, que está siempre en competencia 

con los demás aspectos cotidianos que atraen la atención de las personas y, que por tanto, 

están en competencia con los demás eventos públicos, y pueden atraer su atención con 

mayor facilidad por ser más agradables o con gran tendencia, como puede ocurrir 

principalmente con los acontecimientos deportivos, de modas, belleza, u otros 

acontecimientos relevantes, entre otros. (Downs, 1993) 

Dentro de las problemáticas presentadas en una población, adquiere gran relevancia las 

que se encuentran estrechamente relacionadas con las incidencias delictivas, que conlleva al 

diseño de acciones a través de la política criminal. El decreto 2062 (1995), por el que se 

crea el Consejo Superior de Política Criminal, en sus considerandos señala que la política 

criminal es un “elemento fundamental para la protección de la sociedad, la prevención y 
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represión del delito, la resocialización del delincuente y, en general, la evaluación de 

conflictos del sistema jurídico penal".  

La Corte Constitucional estima la falta de una definición legal de la expresión política 

criminal, a pesar de estar referenciada en diferentes documentos normativos, por lo que 

acude a la doctrina y la misma jurisprudencia para ubicar sus componentes y ámbito de 

acción (Sentencia C-646, 2001). Es por ello, que la misma Corporación ha realizado un 

acercamiento para presentar una noción de política criminal, teniendo en consideración los 

innumerables aspectos sociales que debe abarcar y la especial importancia que merecen, así 

como la necesidad de proteger tanto bienes jurídicos, como los derechos, en todos los 

niveles sociales del conglomerado, además de la cooperación necesaria que permita batallar 

el crimen organizado. Bajo esta perspectiva, señaló la Corporación que la política criminal 

es considerada un 

“…conjunto de respuestas que un Estado estima necesario adoptar para hacerle 

frente a conductas consideradas reprochables o causantes de perjuicio social con el 

fin de garantizar la protección de los intereses esenciales del Estado y de los 

derechos de los residentes en el territorio bajo su jurisdicción.” (Sentencia C-646, 

2001)  

Este conjunto de respuestas, dijo la Corporación, pueden ser de índole: social, jurídicas, 

económicas, culturales o administrativas, de acuerdo el aspecto que requiere ser objeto de 

regulación. Por su riqueza gramatical y su amplia cobertura, el concepto ha sido recogido 

en la construcción de la literatura relacionada con el tema, entre otros, el Observatorio de 

Política Criminal (2015) dentro del marco de su proceso de construcción  

En la doctrina, orientada desde una arista política, Borja Jiménez (2011) la define como 

el concepto como un “conjunto de medidas y criterios de carácter jurídico, social, 
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educativo, económico y de índole similar, establecidos por los poderes públicos para 

prevenir y reaccionar frente al fenómeno criminal” (pág. 9), cuya finalidad se orienta a 

mantener unos índices tolerables de criminalidad, en una sociedad determinada. También 

ha sido reseñada por Rivera Beiras (2005) como “el conocimiento de aquellos medios que 

el legislador puede hallar, según la especial disposición de cada Estado, para impedir los 

delitos y proteger el derecho natural de sus súbditos” (pág. 24). 

Para Guzmán (2018), “la política criminal se ha entendido como el conjunto de 

herramientas utilizadas por el Estado para prevenir y reprimir la criminalidad” (pág. 62). 

Señala Borja Jiménez (2011), que la Política Criminal no está integrada solo por el derecho 

penal, a pesar de ocupar un importante espacio en ese campo, sino también de instituciones 

que tienen un fin preventivo o de reacción frente a los hechos delictivos; porque la 

legislación penal no puede ser considerada como la herramienta adecuada para prevenir y 

enfrentarse a la criminalidad, debido a que se requieren de otras medidas para ciertos 

sectores, entre ellas, planes y campañas que fortalezcan el control social, por cuanto la 

disminución de cifras delictivas no solo se logra mediante la conducta desviada, sino 

fijando mecanismos de prevención (p. 11). 

Sin embargo, cuando se pretende actualizar el derecho penal frente a las nuevas 

realidades sociales, debe respetarse las garantías mínimas del sistema para no exceder sus 

límites del Estado de derecho, máxime cuando se pretende usar el derecho punitivo para 

justificar la búsqueda de la seguridad ante los fenómenos migratorios; “una expansión 

desmesurada de la intervención punitiva no representa la modernización de la Ciencia 

penal, quizás su negación, ya que, puede provocar daños irreparables a los Derechos 

humanos”. (Duarte Cunha, 2011, pág. 81)  
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La conceptualización realizada en precedencia, permite definir a la política criminal 

como la encargada de direccionar los comportamientos censurables en la sociedad, 

mediante el uso de diferentes medidas, tales como sociales, jurídicas, culturales, a pesar de 

que en la práctica se relacione con el andamiaje del sistema penal (Observatorio de Política 

Criminal, 2015, pág. 4). Por ello, no puede usarse el derecho penal como medio de 

prevención y de lucha contra el crimen, atendiendo a que muchos de los componentes del 

origen de la delincuencia, están relacionados con escenarios de desigualdad, discriminación 

y exclusión presentes en la sociedad (Comisión Asesora de Política Criminal, 2012). 

Conforme se reseñó, puede apreciarse que, de los medios disponibles para hacer frente a 

la lucha criminal, se disponen de unos preventivos y otros represivos, a pesar de que los 

primeros son menos explorados por la complejidad que genera su implementación, en tanto 

que las políticas represivas son más fáciles de diseñar, teniendo en cuenta que generalmente 

se implementan mediante el endurecimiento de las sanciones. Así lo indica Ciprian Nieves 

(2015), la política criminal adoptada en Colombia tiende a ser, por un lado, represiva, al 

dirigir un castigo a toda conducta generadora de peligro, olvidando la aplicación de 

medidas más efectivas como la prevención, y, por el otro, reactiva, como reacción 

circunstancial que se presenta en el momento, a la cual puede faltarle planeación, lo que la 

hace débil.   

El Observatorio de Política Criminal (2005), haciendo referencia al aspecto preventivo 

en la política criminal, precisó 

“Si bien se entiende que la prevención debe ser un elemento esencial de la 

política criminal, desde una perspectiva institucional es necesario establecer 

límites con otras políticas orientadas en concreto a la satisfacción de 

derechos. No es deseable que, en el marco de un estado social de derecho, la 
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garantía, satisfacción y restablecimiento de derechos esté en el ámbito de la 

política criminal, más allá de aquellas garantías y derechos que están 

intrínsecamente relacionados con su funcionamiento. Así las cosas, la 

adopción de estrategias penales, penitenciarias, post-penitenciarias y el 

establecimiento de sinergias con otro tipo de políticas que tengan efectos de 

prevención secundaria o terciara, frente a fenómenos criminales, ocuparía la 

atención de la política criminal.” (Observatorio de Política Criminal, 2015, 

pág. 5) 

Ha quedado dilucidado que no puede la política criminal, tomar al derecho penal como 

la solución exclusiva que conlleve a afrontar la afectación de los derechos fundamentales 

del conglomerado social; por tanto, desde los planes de gobierno se debe acudir a 

soluciones de diversa naturaleza, especialmente en el ámbito social y en la facilidad de 

obtención de bienes y servicios brindados a las comunidades, además de lograr un efectivo 

control de comportamientos dañosos para los ciudadanos, de allí que esa política criminal 

busque dentro de su desarrollo mecanismos idóneos de prevención en la comisión de 

conductas delictivas, y no solo acudiendo al derecho penal como la principal respuesta. 

(Observatorio de Política Criminal, s.f.)  

El Observatorio de Política Criminal (s.f.), también considera que “el Estado no ha 

decidido qué hacer con los fenómenos que generan la criminalidad, es decir no ha tenido 

respuestas distintas al fenómeno que la utilización de la cárcel” (pág. 6). Debe atenderse a 

los elementos mínimos de racionalidad para proyectarse un apolítica inclusiva de las 

poblaciones más afectadas, dentro de las cuales encontramos a los “niños, niñas y 

adolescentes”, resaltando la necesidad de fortalecer la protección de sus derechos humanos 

(Comisión Asesora de Política Criminal, 2012). 
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Enfoque crítico de los derechos del niño desde la inmigración contemporánea. 

 
Los niños inmigrantes se enfrentan a una convivencia bicultural, tanto la que traen de su 

lugar de origen, como la adoptada dentro de la comunidad receptiva en los diferentes 

espacios en los que se desenvuelven, y en los centros de enseñanza o el barrio, entre otros, 

generando unas mezcolanzas en sus identidades que inciden en el proceso de integración 

dentro de esa nueva sociedad, no solo dentro del proceso de reconocimiento de su derecho a 

la salud y a la educación, sino para el mismo proceso de formación en su calidad de niño, 

los cuales se van afectando porque los menores deben ir adoptando los modelos culturales 

de su nuevo entorno para su mejor adaptación, que en algunos casos son más asimilables 

que otros, dependiendo de ciertos factores como su origen, al punto en que en algunas 

ocasiones puede generar su exclusión (Pavez-Soto, 2017). 

Otro aspecto de alerta se genera, para el caso de la inmigración de menores sin 

acompañamiento parental, el cual es suplido por el Estado, es su suerte cuando adquieren la 

mayoría de edad y quedan fuera de la tutela estatal u organizaciones dispuestas para su 

acompañamiento, por cuanto ante la falta de un hogar o trabajo, puede desencadenar en que 

terminen en las calles, tal como es afirmado por Ospina (2016), precisamente por “El 

descontrol, la falta de vigilancia, la desidia de parte de autoridades y de responsables de 

atender a estos menores” (pág. 147), dando lugar a la participación de mafias que buscan 

obtener provechos, especialmente lucrativos, dadas las vulnerables condiciones en la que se 

halla esta población.  

Por ello es, que la prevención debe ser vista como un tema primordial dentro de la 

protección de la población vulnerable, en aras de garantizar unas mínimas condiciones que 
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permitan disfrutar de las garantías necesarias en su calidad de vida, particularmente de 

“niños, niñas y adolescentes” en el proceso de adaptación al nuevo modelo de vida (Durán 

Strauch & Valoyes, 2009). 

Para Ravetllat Ballesté (2016), permitir a los “niños, niñas y adolescentes” interactuar 

activamente en la construcción de su entorno social, los hace protagonistas, lo cual debe 

propenderse desde la misma relación que mantiene en su núcleo familiar para que se 

permita la integración de los menores en las decisiones a tomar, permitiéndoles expresar 

sus posiciones, es decir, tener en cuenta los diferentes aportes que puedan expresar, los 

cuales clasificó en niveles de participación, que considera resumidos en siete niveles,  

“estar  informado/a;  ser   escuchado/a;   ser   consultado/a;   dialogar   decisiones;  negociar  

y  conseguir  consensos  en  las decisiones; compartir decisiones; y, aceptar y  respetar  las  

decisiones  del  niño/a” (pág. 909). 

El principal soporte debe buscarse dentro del proceso de formación en las instituciones 

educativas, en atención al papel fundamental que los centros educativos cumplen dentro del 

proceso de integración de los niños, debido a que es el lugar donde mayor tiempo 

permanecen, acogiendo la cultura y normas de convivencia del nuevo lugar, y la creación 

de vínculos con menores en edades similares; donde se presenta mayor carencia de 

políticas, porque el sistema de educación no ha sido proyectado a la atención de la 

población inmigrante (Pavez-Soto, 2017). 

Grandes avances se han presenciado en los mecanismos que tienden a proteger los 

derechos de la población infantil, afirma Ravetllat Ballesté (2016), posterior a la expedición 

de la “Convención de los Derechos del Niño”, especialmente al ofrecerles mejores 

oportunidades para acceder al sistema educativo, así como los servicios de salud brindados, 

lo que permite concluir que en cierta medida se ha alcanzado los fines buscados por la 
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Convención. Sin embargo, “la pobreza y la falta de oportunidades se vislumbran como los 

mayores obstáculos a superar para lograr la plena y efectiva satisfacción de las necesidades 

y la promoción de los derechos de la infancia y la adolescencia.” (Ravetllat Ballesté, 2016, 

pág. 905); de ahí que se requiere la gestión de recursos por parte de los gobiernos, para la 

inversión en programas que permitan “el acceso al agua potable, cloacas, viviendas 

sociales, cuidado del medio ambiente, educación de calidad, apoyo a las familias 

necesitadas y demás intervenciones públicas que permitan garantizar los derechos básicos a 

todos los niños, niñas y adolescentes.” (Ravetllat Ballesté, 2016, pág. 905). 

Como lo expresa Segura (2014), al reseñar las condiciones necesarias para mantener una 

convivencia social, que “es indispensable educar a los niños para el mañana, ya que una 

comunidad con un mayor nivel de educación, es una comunidad más organizada y mucho más 

solidaria, capaz de llevar las riendas de su destino” (pág. 91), conllevando al fortalecimiento de la 

democracia y la consecución de un mejor bienestar y desarrollo común.  

Se busca un cambio de paradigmas en la protección de estos derechos, para abandonar 

las viejas formulas establecidas en busca de nuevas maneras de enfrentar estos retos, que, 

acudiendo al estudio Deleuze (2006), es como implementar unas sociedades de control 

donde existe un enfrentamiento dinámico ante las complejidades que se presentan, es decir, 

adoptar las respuestas necesarios ante las condiciones sociales, para abandonar las viejas 

sociedades disciplinarias, planteadas por Foucault, donde todas las propuestas tenían un 

espacio con límites preestablecidos, actuando como sistemas cerrados. Es la similitud que 

puede hacerse entre las sociedades y las máquinas, donde éstas inicialmente fueron 

operadas mediante sistemas sencillos, las cuales se han tecnificado a través de los años, 

ante el surgimiento de nuevos avances tecnológicos; ocurre igual con las sociedades, que 
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van sufriendo cambios que requieren de nuevos métodos para adaptarse y enfrentar las 

adversidades que se presenten. 

 

Políticas de prevención para protección de niños en el contexto inmigratorio. 

 
La protección de los menores incide de manera directa en el desarrollo para una 

localidad, cuando se parte del reconocimiento y respeto de sus derechos esenciales, 

mediante la adopción de políticas que le permitan cumplir con los compromisos 

internacionales adquiridos para tal fin, cuando pone en marca las instituciones de su aparato 

de poder, y se logra el acatamiento de las normas expedidas en ese sentido, tanto en el seno 

familiar, como por parte del Estado a través de sus servidores públicos (Coutiño Castro, 

2006). 

Ante la creciente inmigración infantil proveniente de Venezuela, es necesario el 

incremento de los recursos por parte del Gobierno Nacional destinados a buscar una 

atención oportuna de la niñez, para dar prioridad a la infancia, sin reparar la nación de la 

que provengan, e impulsar la creación de entornos apropiados para su desarrollo. A pesar 

de la preocupación mostrada por el Estado colombiano, se requiere de mayores 

oportunidades para acceder a servicios tan elementales como lo es la salud y la educación, 

así como a programas para prevenir la violencia y abuso sexuales hacía los menores (La 

Prensa Latina, 2018). 

 Se destacan las responsabilidades que el Estado colombiano ha adquirido de cara a 

los instrumentos internacionales para protección de los menores, especialmente frente a la 

niñez inmigrante por la condición especial de vulnerabilidad que afrontan; lo que le genera 

el deber de adoptar políticas que permitan hacer frente a la crisis inmigratoria y no ser 
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indiferente en el compromiso de garantizar y respetar los derechos de este grupo social, así 

como permitirles su desarrollo en el seno de su familia, atendiendo al mutuo afecto que se 

construye entre ellos, siendo el espacio primordial para su socialización, y la formación de 

valores y modelos de conducta que le permitan convivir en la comunidad (Izasa Valencia, 

2012); ahí radica la importancia del rol primordial de la familia en el proceso formativo de 

los niños, especialmente en la primera infancia, donde se genera un vínculo de apego, 

especialmente con los padres del infante (Muñoz Silva, 2005) requiriéndose el despliegue 

de las acciones necesarias para facilitar y fortalecer dicha convivencia. 

Ello es así, porque cuando a estos niños y adolescentes no se le ofrecen las 

oportunidades que le permitan desarrollar su proyecto de vida, se convierten blanco fácil 

para las diferentes organizaciones delincuenciales constituidas en el territorio colombiano, 

quienes se aprovechan de los escenarios de necesidad y pobreza en los que generalmente 

habitan, porque debe decirse que generalmente llegan sin los recurso necesarios para 

adoptar una vida digna, obligándolos a vivir de la misericordia de personas bondadosas. Por 

ello, la infancia debe tenerse como una etapa de desarrollo, y como tal se debe prestar la 

atención necesaria para hacerlo participe de la vida social, y no escindirse de ella (Ravetllat 

Ballesté, 2016). 

Algunas medidas, programas y políticas públicas que se han implementado por las 

autoridades estatales a nivel regional y municipal, en Norte de Santander, y su ciudad 

capital, Cúcuta, con la finalidad de cumplir con la responsabilidad que les asiste en el 

acatamiento de las obligaciones humanitarias, han estado dirigidas a satisfacer las 

necesidades primarias de los servicios en salud, porque las entidades de su prestación tienen 

el deber de hacerlo, se encuentren o no los migrantes afiliados al Régimen Subsidiado de 
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salud, como lo dispone el decreto 780 (2016), dentro de la que se puede considerar, cobija a 

la población infantil.  

La ley 1751 (2015), que reglamenta el derecho fundamental a la salud, disponiendo en el 

artículo 10 literal b) el derecho de toda persona a “Recibir la atención de urgencias que sea 

requerida con la oportunidad que su condición amerite sin que sea exigible documento o 

cancelación de pago previo alguno”, que abarca a naturales de Estados limítrofes con 

Colombia, porque de la seguridad social debe ser considerada un servicio de carácter 

público y obligatorio que el Estado debe garantizar a todos los individuos, el cual no 

depende de la situación de cada ciudadano, sino se accede a él por la condición persona que 

reside en el país; por tanto, debe procurarse con mayor razón a quienes están inmersos en 

una debilidad manifiesta atendiendo a sus condiciones socio-económicas. 

Además, atendiendo al artículo 140 de la Ley 1873 (2017), se toma en consideración la 

emergencia social presentada en la frontera Colombo Venezolana, para disponer la 

construcción de una política integral que permita la atención humanitaria, con la asignación 

de recursos canalizados por la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, 

aplicado mediante el Decreto 542 (2018), donde se dispone la conformación del “Registro 

Administrativo de Migrantes Venezolanos” en Colombia – RAMV-, donde se permite 

almacenar la información que servirá formular y diseñar esa política integral humanitaria, 

sin que otorgue ninguna clase de condición migratoria, ni autorización para permanecer en 

el territorio ni adelantar trámites que regularicen su estadía.  

También se han adoptado algunas medidas orientadas a permitir la movilidad y 

garantizar un flujo migratorio ordenado, seguro y con herramientas apropiadas para 

regularlo, a través de la expedición de la “Tarjeta Migratoria de Tránsito Fronterizo” (TMF) 

y del “Permiso Especial de Permanencia” (PEP), creados mediante las Resoluciones 1845 
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(2017)  y 5797 (2017), respectivamente, para facilitar a los ciudadanos naturales de 

Venezuela permanecer dentro del territorio colombiano hasta por dos años, sin la intención 

de establecerse, que le permitiera estudiar y trabajar, y hasta permitir la afiliación al 

“Sistema General de Seguridad Social en Salud”, al incorporarse como documento válido 

de identificación (Resolución 3015, 2017).  

Así mismo, para contrarrestar el fenómeno de la apatricidia, situación que se presenta en 

una persona que no tiene la nacionalidad de un Estado cuyo riesgo se encuentra al no ser 

inscrito en el registro civil de nacimiento (ACNUR, 2015), da origen a la flexibilización 

para la nacionalización de los migrantes mediante la inscripción extemporánea de 

nacimiento de los colombianos ocurrida en el exterior, y en caso de no poder apostillarse 

los documentos requeridos, se permitiera la presencia de dos testigos o solicitud por escrito, 

atendiendo a la dificultad institucional de Venezuela y las barreras económicas afrontadas 

por las personas para apostillar u obtener dichos documentos (Circular No. 059, 2015). 

En lo atinente con las necesidades de educación, considerado un derecho fundamental 

por el artículo 44 de la Constitución Política (1991), respecto de los niveles educativos de 

preescolar, así como los de educación básica y educación media, como un servicio público 

que debe ser garantizado a todos los “niños, niñas y adolescentes” localizados en el país, 

desde el cierre de la frontera colombo-venezolana, se implementaron acciones para 

garantizar la movilidad y atención educativa a la población en edad escolar (Circular No. 

45, 2015). Se desarrollaron acciones en los planteles educativos para admitir el ingreso de 

niños provenientes del vecino país, aun sin el cumplimiento de los documentos que 

ordinariamente le son exigidos, desplegadas por el propio Ministerio de Educación y la 

Secretaría de Educación de Norte de Santander, mediante la expedición de diferentes 

directrices y circulares, para orientar a los directores de establecimientos de carácter 
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educativo para garantizar el acceso y permanencia a los estudiantes provenientes de 

Venezuela, y el desarrollo de gestiones necesarias para garantizar el servicio educativo a los 

menores que están en edad escolar y además afectados por la crisis en la movilidad, 

priorizando el servicio de educación de “niños, niñas y jóvenes” por medio de diferentes 

estrategias, como el “acceso al sistema educativo de estudiantes” en Norte de Santander 

(Circular No. 96, 2017). 

También se fijaron unas orientaciones para reforzar el corredor humanitario para los 

estudiantes, en aras de facilitar la obtención del documento para el ingreso a 

establecimientos escolares y su homologación en el grado a cursar (Circular 07, 2016), a la 

cual se le fijó unos alcances ante las condiciones de vulnerabilidad de los niños estudiante 

(Circular Conjunta No. 01, 2017), socializada en Norte de Santander por la Secretaría de 

Educación Departamental (Circular No. 86, 2017). Se han aunado esfuerzo a través de 

estrategias coordinadas en diferentes entidades para apuntar al mejoramiento de la oferta 

educativa desde la producción del cierre fronterizo, para los menores afectados (Circular 

Conjunta No. 16, 2018). 

Sin dejarse a un lado, el trabajo que ha realizado el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar (ICBF) por medio de sus diferentes programas para el continuo acompañamiento 

de los niños en la búsqueda de la protección de sus derechos, como es la oferta de los 

hogares infantiles, los “Centro de Desarrollo Infantil” (C.D.I.), “Desarrollo Infantil en 

medio familiar” (DIMF) y los Hogares Lactantes y Preescolares, especialmente el 

acatamiento a las directrices trazadas por el Gobierno Nacional y el Director Nacional del 

Instituto para atender e involucrar en dichos programas a los niños e infantes venezolanos. 

En el mismo sentido, el acompañamiento a casos particulares donde se han apreciado el 

riesgo latente en los derechos y garantías de los infantes. 
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A pesar de todos estos esfuerzos, el Gobierno colombiano sigue pidiendo a gritos la 

cooperación internacional para aumentar la capacidad para proteger a los “niños, niñas y 

adolescentes” inmigrantes de Venezuela, como el Presidente Iván Duque lo expresó ante la 

comunidad europea, porque el país vive un histórico fenómeno migratorio al atender la 

principal crisis migratoria presentada en Latinoamérica, donde ha mostrado una política 

fraternal, pero se hace necesario un apoyo de la comunidad internacional (Barragán Ramos, 

2019). Así como lo advirtió ante la comunidad Andina, que si no se presenta un 

restablecimiento institucional y económico en Venezuela, la crisis aumentará, cuyos efectos 

se sienten en toda la comunidad (El Espectador, 2019) 

 

Conclusiones 

 

El presente trabajo ha permitido apreciar el enfoque dado a los “niños, niñas y 

adolescentes” dentro de los contextos migratorios, atendiendo la situación especial de 

vulneración de sus derechos, integrándolos de manera activa en el fenómeno que se 

presenta, teniendo en cuenta los análisis y propuestas que, desde el ámbito académico, se 

presentan cada vez más, especialmente en el contexto Latinoamericano donde es una 

práctica reciente, para que desde el aspecto político de los Estados, se incluyan en sus 

planes sociales y desarrollo normativo. 

Conforme quedó reseñado, las consecuencias que genera el fenómeno migratorio 

producido por la crisis de un Estado, requieren de una atención interinstitucional en la 

comunidad internacional, porque sus consecuencias repercuten a través de las fronteras. 

Aunado a ello, se requiere un mayor énfasis en la importancia de protección de los derechos 

de “niños, niñas y adolescentes”, quienes reclaman con urgencia su amparo ante la 
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situación especial de vulneración. Se debe hacer un enfoque desde la participación de la 

infancia en el proceso migratorio, para reconocer su calidad de agente activo dentro del 

mismos, y no simplemente un espectador sin consideración de sus opiniones. 

Sin dejar de lado que, el principal actor dentro de este contexto, es la misma familia, la 

cual debe propender por brindar unas condiciones mínimas para que el menor se adapte al 

entorno social, eso sí, con el apoyo de las mismas instituciones gubernamentales mediante 

su preparación por medio de procesos de interacción con los menores, para que puedan 

asimilarse e interiorizarse esos valores y costumbres del medio que los rodea. 

Ha quedado demostrado que las dificultades que se vienen presentando en la República 

de Venezuela, están repercutiendo en toda la comunidad latinoamericana, quienes están 

padeciendo sus consecuencias, porque se ha visto que el desplazamiento de sus ciudadanos 

está generando una crisis en todos los Estados, principalmente los más cercanos. 

El Gobierno colombiano se ha comprometido frente a la problemática, brindando una 

especial protección a los menores, para aliviarles un poco la crisis que atraviesan. Sin 

embargo, como también lo ha reclamado la Administración Estatal, es necesario un mayor 

compromiso, no solo de los gobiernos del continente sino de la comunidad internacional en 

general, atendiendo a las dimensiones que toman las sociedades globales, de cara a las 

problemáticas que se presentan, en búsqueda de brindar una mayor atención necesaria para 

que puedan tener una vida en unas condiciones mínimas de protección y satisfacción que le 

permitan su inclusión en la sociedad que las acoge, y no permitir que caigan en las redes de 

los grupos criminales, por su misma falta de madurez psicológica, ante lo cual optan por las 

opciones que les permiten una supuesta mejor calidad de vida.  

Las futuras investigaciones realizadas, para identificar los focos de vulnerabilidad, 

deben centrarse en un trabajo de campo que permitan visualizar los factores de mayor 
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incidencia acorde a las condiciones propias de cada región con la cooperación de 

organismos internacionales, que ofrezcan resultados para la proyección de estrategias 

dinámicas, que vayan fluctuando de acuerdo a las condiciones socio culturales presentadas. 

Se muestra un desafío que debe enfrentarse desde el calidoscopio político, social y 

académico, para resaltar el trabajo estructurado y coordinado entre los diferentes actores. 

Adicionalmente, frente a ciertos problemas que no se han podido abarcar por completo para 

la protección de los menores, deben proyectarse estrategias que impidan que las mafias de 

tráfico de menores establezcan sus centros de operaciones en el territorio colombiano, 

como han sido documentados algunos casos en la frontera entre Venezuela y Brasil, 

advirtiéndose ciertos brotes de trata y tráfico de menores, y de cierta manera, algunas que 

surgen en la frontera con Colombia, para lo cual se necesita de acciones efectivas que 

ataque sus operaciones. 

La finalidad con ese trabajo conjunto, es evitar la repetición de conductas atentatorias de 

derechos de los niños que se han presentado en otros contextos de características similares, 

donde ha concurrido la misma problemática de movilidad humana, los cuales han quedado 

debidamente documentados en copiosos informes, para prevenir la reiteración de dichas 

conductas y conlleven al acatamiento de las recomendaciones y propuestas que han planteado 

las diferentes investigaciones, así como el fortalecimiento de las medidas en los casos donde 

se ha considerado que el trabajo realizado necesita de mayor respaldo y empuje. 

La observancia de estos compromisos frente a la comunidad internacional para la 

protección infantil y de adolescentes, incluyendo dentro de este grupo a todo menor de 18 

años, va a proyectar un resultado un poco más allá, para permitir que estos jóvenes realicen 

un aporte fructífero al Estado. Por tal motivo, políticas diseñadas por las diferentes 

entidades del Estado, tanto a nivel departamental como nacional, van a generar un efectivo 
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control en el progreso de estas personas, a fin de evitar que pueden convertirse en 

potenciales infractores de las normas penales en un futuro cercano. 

Ante los nuevos desafíos que presenta la crisis migratoria, es necesario el 

fortalecimiento de políticas públicas tendientes a afrontar el fenómeno inmigratorio en 

“niños, niñas y adolescentes”, resaltando el uso de medidas preventivas para disuadir a 

estos menores de tomar la opción de la criminalidad, como estilo de vida para su desarrollo 

y apoyo familiar.  

Al adoptar las estrategias para continuar enfrentando la atención de los niños 

inmigrantes de Venezuela, es primordial la propuesta de alianzas y mesas de trabajo 

interestatal, principalmente con los Estados integrantes de las Comunidad Andina, para que 

se realice un trabajo coordinado para la oportuna atención de esta población, y velar por los 

compromisos que desde la misma “Convención de los Derechos del Niño” son exigidos, en 

aras que la situación no trascienda a la conversión de personas que, a un mediano plazo, 

puedan poner en riesgo la seguridad nacional de cada país, potenciando la reacción que se 

ofrece a la crisis.  

Por otro lado, debe evitarse a toda costa que se siga produciendo las inmigraciones 

irregulares, especialmente “niños, niñas y adolescentes”, con la finalidad de contrarrestar el 

explotación que de este escenario suelen hacer grupos de adultos encaminados a proyectar su 

estilo de vida mediante el empleo de conductas inapropiadas, y que no sienten ningún tipo de 

solidaridad o respeto por la dignidad humana de sus congéneres, y contrario a ello, buscan 

beneficiarse de dicha situación para enriquecerse. Puede haber un fortalecimiento de las 

fronteras, como instrumento disuasorio como forma de acceder a la inmigración irregular.   

Las migraciones, además de ser un desafío para los Estados, son un reto para su propia 

seguridad. 
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